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ciamiento alguno sobre el fondo de la vulneración del arto
24 C.E. denunciada.

FALLO

En ¡;¡tención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado por doña María del
Carmen Casasempere Albert.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a catorce de junio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez Piñero y Bravo-Fe­
rrer.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafa­
el de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón.-':"Firmado
y rubricado.

18871 Sala Segunda. Sentencia 200/1993, de 14 de
junio de 1993. Recurso de amparo 1.836/1991.
Contra Sentencias del Juzgado de lo Penal
núm. 5 yde la Audiencia Provincial de Palma
de Mallorca, recaídas en procedimiento abre­
viado, esta última desestimatoria del recurso
de apelación contra la anterior que condenó al
recurrente como autor de un delito de intru­
sismo. Vulneración del principio de legalidad
penal: aplicación extensiva del tipo definido en
el arto 321.1 C.P.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
p~est~ por. d<;ln Luis López Guerr~, Presidente; don Euge­
nio Dlaz Elmll, don Alvaro Rodrlguez Bereijo, don José
Gabaldó!1 Lóp~z, don Julio ~iego González Campos y don
Caries Vlver PI-Sunyer, Magistrados; ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.836/1991, promovido
por don Ramón Palou de Comasema Echevarría, repre­
sentado por el Procurador de Jos Tribunales don Luis Suá­
rez Migoyo y asistido por el Letrado don Rafael Perera
contra la Sentencia del Juzgado núm. 5 de Palmq de Ma~
1I0rca, contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de
esa misma ciudad, de 22 de julio de 1991, recaídas en el
proce~imiento abreviado núm. 487/1990. Ha sido parte el
Colegio Oficial de la Propiedad Inmobiliaria de Baleares,
representado por el Procurador de los Tribunales don
Santos de Gandarillas Carmona y asistido por el Letrado
don Jorge Jordana de Pozas, y el MinisteriQ Fiscal. Ha
sid.o Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer,
qUien expresa el parecer del Tribunal. 00

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 20
de agosto de 1991, el Procl,lrador de los Tribunales don
Luis Suárez Migoyo, en nombre y representación de don
Ramó.n Palou de Comasema Echevarría, interpuso recurso

d~ amparo contra la Sentencia del Juzgado de lo Penal
numo 3 de Palma de Mallorca y contra la Sentencia de la
Audiencia Provincial de esa misma ciudad de fecha 22 de
julio de 1991, esta última desestimatoria'del recurso de
apelación interpuesto contra la Sentencia dictada por
aquél que condenó al demandante como autor de un de­
lito de usurpación de funciones.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
según se desprende de la misma y de la documentació~
que la acompaña, son en síntesis los siguientes:

a) El recurrente de amparo, miembro de !a autode­
nominada Asociación Profesional de Gestores Interme­
d.iari?s en Promo.ciones de Edificaciones (G.I.P.E.), venía
ejerCiendo profesionalmente la actividad de intermediario
inmobiliario, sin estar en posesión del título oficial de
Agente de la Propiedad Inmobiliaria cuando a conse­
cuencia de una querella presentada p~r el Colegio Oficial
de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de Baleares fue
condenado por Sentencia del Juzgado de lo Penal nú~. 5
de Palma de Mallorca, de 2 de marzo de 1991, como autor
de. un delito de intrusismo del arto 321.1 C.P., a la pena de
seis meses y un día de prisión menor, multa de 100.000
pe~etas con arresto sustitutorio en caso de impago, acce­
sOrias y costas.

b) Presentado recurso de apelación contra la anterior
resolución, fue desestimado por la Sentencia de la Au­
diencia Provincial de Palma de Mallorca, de 22 de julio
de 1991.

3. ~a represe.ntación del recurrente considera que las
Sentencias recurnd?s ~a.n vulnerado, en primer lugar, su
derecho a la tutela Judicial efectiva, reconocido en el arto
24.1 .C.E., al haberse negado tanto el órgano judicial de ins­
tancia como el de apelación a plantear ante el Tribunal
de Justi~ia de las Comunidades Europeas, de conformidad
?on.l? dispuesto en el arto 177 T.C.E.E., una cuestión pre­
Judicial acerca de la cdmpatibilidad del Real Decreto
1.46~1.1988,de 2 de d~ci.embre,en el que se atribuye la ex­
clusIvidad de las actiVidades en el sector inmobiliario a
los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y a los Adminis­
tradores de Fincas, con lo dispuesto en el arto 3 de la Di­
rectiva del Consejo 67/43/C.E.E. de 12 de enero, relativa a
la realiz.~ción de la.li.bertad de establecimiento y de la libre­
prestaclon de servicIos para las actividades no asalariadas
incluidas en el sector de los negocios inmobiliarios.

Dicha omisión de planteamiento de la citada cuestión
habría infringido igualmente el derecho a la utilización de
tos medios de prueba pertinentes, consagrado en el arto
24.2 C.E., por c,uant<? que siendo el único órgano compe­
tente en materia de Interpretación del alcance y significa­
d~ de la Directivas Comunitarias el T.J.C.E., el no plantea­
miento de la cuestión prejudicial debe ser equiparado a la
dene.gación de la práctica de una prueba. .

FI~~lmente, .p0~ 1.0 que se refiere a la pretendi.da vul­
neraclon del prinCipiO de legalidad penal, se alega en la
demanda que el recurrente ha sido condenado en virtud
de una int':lrpretació~extensiva del arto 321.1 C.P. que re­
sulta prohibida en Virtud de las exigencias derivadas de
dicho p~in~ipio, elevado por .el arto 25.1 al·rango de dere­
cho subjetiVO protegible en vía de amparo.

En consecuencia, el recurrente pide a este Tribunal
que anule las Sentencias impugnadas y que, entretanto,'
acuerde suspender la ejecución de las mismas.

4:. Por providencia de 30 de septiembre de 1991, la
Secclon Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal acor­
dó admitir a trámite la presente demanda de amparo así
como, en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 L.O.t.C.
dirigir comunicación a la Audiencia Provincial y al Juzga~
~o d~)o Penal.antes indicados para que remitiesen certi­
fl.caclon o copla-adverada correspondientes al rollo de
apelación núm. 69/1991 y del procedimiento abreviado
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núm. 487/1990, respectivamente. Igualmente interesó de
este último órgaho el emplazamiento de quienes hubiesen
sido parte en el proceso judicial para que pudiesen com­
parecer, en plazo de diez días, en este proceso.

S. Por providencia de la misma fecha, la Sección
acor~ó ~~rmar ~a ~orrespondiente pi.~za separada para la
tramltaclon del mCldente de suspenslon y, de acuerdo con
lo que dispone el arto 56.2 LO.T.C., conceder un plazo
común de tres días al solicitante de amparo y al Ministerio
Fiscal para que alegasen lo que estimaran pertinente sobre
dic~a suspensión. Una vez articuladas sus respectivas ale­
.gaclones, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por
.Auto de 28 de octubre de 1991, resolvió suspender las
Sentencias impugnadas solamente en lo relativo a pena
privativa de libertad y accesorias impuestas en ellas.

.' 6. Una vez recibidas las actuaciones remitidas por
los órganos judiciales, por providencia de 28 de noviem­
bre de 1991, la Se~ci~'m Tercera acordó tener por perso­
nado en el procedimiento al Procurador don Santos de
Gandarillas Carmona en nombre y representación del Co­
legio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de
B~I~are~, a~í como dar vista ~ las parte:s personadas y al
MInisterio Fiscal de las actuaciones remitidas para que, en
e:1 plazo de v~intedías, formulase!1las alegaciones que es­
timaran pertmentes, de conformidad con lo dispuesto en
el arto 52.1 LO.T.C.

7. El demandante presentó sus alegaciones en escri­
to que tuvo entrada enel Registro General de este Tribu­
nal el 2 d.e enero de 1992. En ellas, junto con alegatos de
vulneraciones que no fueron objeto de su inicial escrito de
demanda, ratifica en síntesis ésta. .

8. Mediante escrito de alegaciones de fecha 18 de
dici~mbre de 1991, el Procurador de los Tribunales don
~antos de Gandarillas Carmona, en nombre y representa­
ción del Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad In­
mobiliaria ~e Baleares, manifiesta, en primer lugar, que no
puede deCirse, a la vista de que los órganos judiciales de
instancia y apelación en ningún momento abrigaron
dudas sobre la interpretación que había de darse a las
normas comunitarias alegadas por el recurrente n.i sobre
s~. falta de aplica~ión al caso enjuiciado, que la denega­
~IO~ ~e planteamiento ante el T.J.C..E. de la cuestión pre­
Judicial haya supuesto una vulneracion del derecho a la tu­
t~la judicial eft:ctiv~. Por otra parte no siendo las disposi­
ciones de la Directiva C.E.E. 67/43/C.E.E. de aplicación al

. cas~ .~njuiciado, nec~sariamente ha de concluirse que la
omlSlon de planteamiento ante el T.J.C.E. de una cuestión
prejudicial sobre la compatibilidad de las mismas con el
Real Decreto 1.464/1988 no ha supuesto vulneración al­
guna del derecho a la tutela judicial efectiva o del derecho
a utilizar los medios de prueba pertinentes.

Se aduce por otra parte, frente ala pretendida vulnera­
ción del principio de legalidad penal invocada por el recu­
rrente, que el ejercicio de la profesión de Agente de la Pro­
piedad Inmobiliaria está atribuido por el Estado a quienes,
en posesión de un título académico degrado medio su­
peren los ejercicios convocados por el M.O.P. y perte'nez­
can al correspondiente colegio profesional. Al alegar el
demandante que no realizaba ningún tipo de intermedia­
ción en el mercado inmobiliario contradice los hechos pro­
bados de las Sentencias recurridas e intenta convertir al
Tribunal Constitucional en una tercera instancia. Además
de ello, se opooe a la jurisprudencia sentada por la Sala
Segunda del Tribunal Supremo y a lo dispuesto en los De­
cretos de 4 de diciembre de 1969 y 25 de octubre de 1991.
Solicita, por tanto, que se diCte Sentencia desestimando el
recurso de amparo y se impongan las costas al recurrente.

9. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día
3 de enero de 1992, el Ministerio Fiscal se opone a todos y

cada uno de los motivos invocados por la representación
del recurrente, estimando, en primer lugar, que no ha ha­
bido vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva ya
que las resoluciones judiciales impugnadas contienen una
motivación fundamentada de su negativa al planteamien­
to ante el T.J.C.E. de la cuestión prejudicial solicitada; y
que tampoco se ha infringido el derecho a la utilización de
los medios de prueba pertinentes, por la sencilla razón

. de qUE(, en el caso de autos, ninguna relación existe entre
este derecho y la denegación de planteamiento de la cita­
da cuestión prejudicia/. Finalmente, rechaza el Ministerio
Fiscal en su escrito de alegaciones que se haya producido
una infracción del arto 25.1 C.E. por el hecho de haber
procedido los órganos judiciales a la aplicación del arto
321.1 C.P., ya que la interpretación que de los tipós pena­
les lleven a cabo los órganos judiciales constituye una
cuestión de mera legalidad que no púede ser revisada
por este Tribunal. En consecuencia, el Ministerio Fiscal
conclúye interesando la desestimación del presente re­
curso de amparo.

10. El 7 de febrero de 1992, la representación del
Colegio de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de Ba­
leares presentó en este Tribunal copia de la Sentencia
pronunciada por el Tribunal de Justicia de la Comunidad
Económica Europea en los asuntos acumulados C-330/90
y C-331/90, de 28 de enero de 1992, sobre la interpreta­
ción de la Directiva 67/43/C.E.E. La Sección, en su provi­
dencia de 19 de febrero de 1992, decidió incorporarla a
las actuaciones.

11. Por providencia de 10 de junio de 1993, se acordó
señalar para deliberación y votación de esta Sentencia el
día 14 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La Sentencia 11/1993, pronunciada por el Pleno
de este Tribunal el 25 de marzo de 1993, cuyos presu­
puestos y motivos coinciden sustanCialmente con los que
son objeto ahora de resolución, otorgó el amparo al allí
dem~n~a':lte por haber infringido la Sentencia imp.ugnadá
el pnnclplo de legalidad penal contenido en el arto 25.1
C.E. Por este motivo, sin necesidad de detenernos en el
análisis de las diversas vulneraciones de derechos fun­
damentales que se han invocado en la presente demanda,
debe examinarse con carácter preferente la relativa a la
violación de este derecho fundamental, pues, de concluir
que la misma queja debe dar lugar al otorgamiento del
amparo en este caso, sería superfluo e innecesario el exa­
men de los demás derechos invocados.

Sostiene el recurrente que la condena que se le haim­
puesto parte de una interpretación extensiva del término
«título» utilizado por el art. 32-1.1 C.P. que es incompatible
con las exigencias derivadas del arto 25.1 C.E., por suponer
la misma una aplicación del tipo penal a supuestos de
hecho no comprendidos en él. En la Sentencia del Pleno
antes citada y en las que, como consecuencia de ella, re­
cayeron en las SSTC 131/1993, 132/1993, 133/1993,
134/1993, 135/1993, 136/1993, 137/1993, 138/1993, 139/1993
Y 140/1993, de la Sala Primera de este Tribunal, se decía
que el ejercicio de actos propios de la profesión de Agen­
te de la Propiedad Inmobiliaria, sin poseer la correspon­
diente titulación oficial, y la subsunción de tal conducta en
el arto 321.1 C.P., obedece a una interpretación extensiva
de dicho precepto que resulta incompatible con las exi­
gencias dimanantes del principio de legalidad, consagrado
e~ el arto 25.1 C.E., en virtud de las cuales el «título)) al que
dicha norma se refiere ha de identificarse con un «título
académico)). Como quiera que la titulación exigida para
ejercer la profesión de Agente de la Propiedad Inmobilia­
ria no es «académica)), la conducta de quien realiza actos
propios de dicha profesión sin poseer la capacitación ofi-
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cial que par ello se requiere no puede ser incluida dentro
del delito de intrusismo.

. 2. No es otra la situación de hecho contemplada por
la resolución que ahora se recurre en amparo..EI d.e!!,.an­
dante ha sido condenado como autor de un delito tIpIfica­
do en el arto 321.1 C.P. por ejercer actos propios de la pro­
fesión de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria sin poseer
titulo para ello lo que nos lleva a concluir, de acuerdo ~on

la doctrina jurisprudencial an~e.s expu~sta, que la aplica­
ción judicial de la norma p~nltlva re.allz?da en este caso
constituye una interpretaclOn extens.lva In malam pal"!em
del término «título» contenido en dicho precepto. DIcha
aplicación extensiva excede de los estrictos límites de ·Ia
legalidad ordinaria para incidir sobre principios y valore~

constitucionales protegidos por el arto 25.1 C.E. De aqUl
que el recurso de amparo, si~ necesidad de mayores con­
sideraciones, haya de ser estImado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ramón Palou de
Comasema Echevarría y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a no ser con­
denado por un hecho ql;le no constituya delito.

2.° Declarar la nulidad de las Sentencias dictadas por
el Juzgado de lo Penal núm. 5 de Palma de Mallorca, con
fecha de 2 de marzo de 1991, y por la Audiencia Provincial
de esa misma ciudad, con fecha de 22 de julio de 1991, re­
caídas en el procedimiento abreviado núm. 487/1990.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid'a catorce de junio de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guérra.-Eugenio Díaz
Eimil.":""Alvaro Rodríguez Bereijo.-:José Ga~aldó~
López.-Julio Diego González Campos.~Carl·es Vlver PI­
Sunyer.-Firmado y rubricado.

Sala Segunda. Sentencia 201/1993, de 14 de
junio de 1993. Recurso de amparo 2.44-1/1991.
Contra Sentencias del Juzgado de lo Penal
núm. 2 y de la Audiencia Provincial de Navarra,
recaídas en procedimiento abreviado, cond.e­
natorias del recurrente como autor de un deltto
de intrusismo. Vulneración del principio de le­
galidad penal: aplicación extensiva del tipo de­
finido en el arto 321.1 C.P.

. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presiden~.e;don Euge~

nía Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez BerelJo, don Jose .
Gabaldón López, don Julio Diego González Camp~s y don
Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados; ha pronunCiado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.441/1991, promovido
por don José Tomás García Zabalza, representado por el

Procurador de los Tribunales don Antonio Andrés García
Arribas y asistido por el Letrado don Ramón Mú,gica AI­
corta contra Sentencia del Juzgado de lo Penal numo 2 de
Nava'rra, y contra la Sentencia de I~ Audiencia Provinci~1
de esa misma ciudad, de 5 de nOViembre de 1991, recal­
das en el procedimiento abreviado nún. 471/1~90. Ha sido
parte el Colegio Oficial de Agentes de la PropIedad Inmo­
biliaria de Navarra, representado por el Procurador de los
Tribunales don José Manuel de Dorremochea Aramburu y
asistido por el Letrado don José Lecumbe.rri Jiménez, y el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Car­
Ies Viver Pi-Sunyer, quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 20
de noviembre de 1991, el Procurador de los Tribunales
don Antonio Andrés García Arribas, en nombre y repre­
sentación de don José Tomás García Zabalza, interpuso
recurso de amparo contra la Sentenciadel Juzgado de lo
Penal núm. 2 de Pamplona y contra la Sentencia de Ié!
Audiencia Provincial de Navarra, de fecha 5 de noviembre
de 1991, en las que se condenó al demandante por un
delito de usurpación de funciones.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda,
según se desprende ae la !TIis~a y de. la ~ocumentación
que la acompaña, son en smtesls los sigUientes:

a) El recurrente de amparo, miembro de la autode­
nominada Asociación Profesional de Gestores Interme­
diarios en Promociones de Edificaciones (G.I.P.E.), venía
ejerciendo profesionalmente la actividad.de: inter'!lediario
inmobiliario en una oficina abierta al publico baJo la de­
nominación de «J.O.G.A.R., S. L.», sin estar en posesión
del título oficial de Agente de la Propiedad Inmobiliaria,
cuando a consecuencia de una denuncia presentada por.
el Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria
de Navarra, fue condenado por Sentencia del Juzgado de
laPenal núm. 2 de Pamplona, como autor de un delito de
intrusismo del arto 321.1 C.P., a la pena de seis meses y un
día de prisión menor, accesorias y costas.

b) Presentado recurso de apelación contra la anterior
resolución, fue desestimado por la Sentencia de la Au- .
diencia Provincial de Navarra; de 5 de noviembre de 1991.

3. La representación del recurrel')te con~idera que
las Sentencias recurridas han vulnerado, en primer lugar,
su derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el
arto 24.1 C.E., al haberse negado tanto el órgano judici~1

de instancia como el de apelación a plantear ante el Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas, de con­
formidad con lo dispuesto en el arto 177 T.C.E.E., una
cuestión prejudicial acerca de la compatibilidad del Real
Decreto 1.464/1988, de 2 de diciembre, en el que se atri­
buye la exclusividad de las activid.ades en el ~e:ct?r in­
mobiliario a los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y a
los Administradores de Fincas, con lo dispuesto en el arto
3 de la Directiva del Consejo 67/43/C.E.E., de 12 de enero,
relativa a la realización de la libertad de establecimiento y
de la libre prestación de servicios para las acti.vid?des n~
asalariadas incluidas en el sector de los negocIos mmobl­
liarios.

Finalmente, por lo que se refiere a la pretendida vul-
. neración del principio de legalidad penal, se alega ,;n la
demanda que el recurrente ha sido condenado en Virtud
de una interpretación extensiva del arto 321.1 C.P. que re­
sulta prohibida en virtud de las exigencias derivadas de
dicho principio, elevado por el arto 25.1 al rango de dere­
cho subjetivo protegible en vía de amparo.

En consecuencia, el recurrente pide a este Tribunal
que anule las Sentencias impugnadas y que, entretanto,
acuerde suspender la ejecución de las mismas.


